	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.

 


En el juicio que por cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales, sigue el ciudadano JAVIER ARENAS CALEJO, representado judicialmente por los abogados Alejandro Rodríguez, José Medina y Natalia Marys Sarabia, contra la sociedad mercantil CORRETAJES INMOBILIARIOS, C.A., representada judicialmente por los abogados José Ángel Balzán, Alice Pérez, Juan Carlos Balzán, José Ángel Balzán Pérez y Miguel Fadlallah; el Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 24 de abril de 2003, conociendo en apelación, dictó sentencia en la cual declaró: 1) sin lugar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada; 2) sin lugar la defensa de prescripción opuesta igualmente por la parte accionada y; 3) con lugar la demanda. 

 


Contra la referida decisión, anunció en tiempo útil recurso de casación la representación judicial de la parte demandada, el cual, una vez admitido, fue oportunamente formalizado. No hubo impugnación. 

 


Recibido el expediente, se dio cuenta en Sala en fecha 1º de diciembre de 2003, correspondiéndole la ponencia al Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz.

 


Concluida la sustanciación del presente recurso de casación y cumplidas como han sido las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, con base en las consideraciones siguientes:

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

 

- I -

 


De conformidad con el artículo 313, ordinal 2º del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con los artículos 317, numeral 3º y 320 eiusdem, se denuncia la infracción de los artículos 509 y 12 ibídem, ello, al incurrir la recurrida en el vicio de silencio de prueba. 

 


Indica el recurrente:

 

“(...) Ciudadanos Magistrados al contrario de lo que estableció la recurrida, según el principio de comunidad, la prueba es del proceso y no de la parte que la trae al mismo, a quien puede beneficiar o perjudicar, siendo criterio reiterado de la Sala Civil del Tribunal Supremo de Justicia, que no se requiere invocar por la contra parte su valor probatorio, dada la anotada circunstancia de que la prueba es del proceso y no de la parte que lo trae al mismo, por lo que yerra la recurrida al establecer que la parte que representó no trajo prueba al proceso, por cuanto de la constancia que trajo a los autos marcada “B” la parte actora, con cuya constancia de trabajo pretendía probar que su representado trabajó en la empresa demandada desde el mes de julio de 1974, que ocupaba para la fecha de la constancia el cargo de Gerente General de la misma, devengando un salario mensual promedio de doscientos cincuenta mil bolívares (Bs. 250.000,00), distribuido entre sueldo nominal (sic) otras remuneraciones y beneficios, dicha constancia quedó desvirtuada del proceso y por tanto el accionante no probó los señalados conceptos (...)

 

(...) En cuanto a la otra consideración que hace la recurrida de que fue acompañado al libelo de la demanda por la parte actora una constancia marcada “B”, sin que conste de autos se haya podido demostrar la autoría, yerra igualmente la recurrida y no analiza y guarda silencio respecto de la decisión dictada en fecha 12 de julio de 1999, por el Juzgado Superior puesto que la accionante no trajo esa constancia marcada “B” para probar la autoría de la misma, sino que la trajo para probar, (...) la relación laboral desde el mes de julio de 1974, el cargo desempeñado y el sueldo devengado (...) y al proceder de esta manera obviamente la recurrida silenció todo análisis y todo tipo de consideración respecto de esa probanza, que como dije antes tiene fuerza y carácter de cosa juzgada, siendo que la recurrida estaba obligada  a analizar y valorar esa constancia (...). No aparece de autos que la recurrida haya emitido criterio en relación con la sentencia interlocutoria dictada por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo, limitándose a señalar que el actor no pudo demostrar la autoría, cuando en verdad lo que el actor pretendió demostrar con esa probanza era, (...) inicio de la pretendida relación de trabajo (...), cargo desempeñado, y salario devengado, y que por efecto de la decisión del Tribunal Superior Quinto del Trabajo y negativa de admitirle el recurso de casación anunciado en contra de esa sentencia, la misma adquirió la intangibilidad de la cosa juzgada, la cual tenía que respetar la recurrida (...)”.

 

 

 


Al decidir, se aprecia:

 


Enmarca el formalizante la denuncia por silencio de prueba, a tenor de lo contemplado en el artículo 313, ordinal 2º del Código de Procedimiento Civil, es decir, como si se tratara de un supuesto por infracción de ley.

 


Al respecto, la Sala ha sostenido la improcedencia de plantear como denuncia por infracción de ley, supuestos característicos de quebrantamientos por defecto de actividad. 

 


De allí, que en fecha 26 de julio de 2001, y puntualizando para los casos de denuncias por silencio de prueba, afirmó:

“(...) a este respecto ha sido criterio reiterado de esta Sala de Casación Social que el análisis parcial o incompleto de la prueba y el silencio absoluto de la misma constituye falta de motivación de la recurrida, denunciable por defecto de actividad, con fundamento en el ordinal 4º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil (...).

 

(...) En virtud de que el recurrente no cumple con la debida técnica ut supra para la denuncia del vicio de inmotivación por silencio de prueba, adicionando a ello que no circunscribe la denuncia en el marco de un vicio de actividad conforme al ordinal 1º artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, es forzoso para esta Sala determinar su imposibilidad de conocer de la presente delación. Así se decide.”.

 

 

 


Entonces, y en virtud de los razonamientos precedentes, desecha esta Sala la actual denuncia.

 

- II -

 


De conformidad con el artículo 313, ordinal 2º del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con los artículos 317, numeral 3º y 320 eiusdem, se denuncia la infracción por parte de la recurrida de los artículos 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, por falta de aplicación, 26, 49 y 257 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 1.952 del Código Civil y 362 del propio Código de Procedimiento Civil.


Arguye el formalizante:

 

“(...) Desterrados los formulismos en la carta fundamental resulta un absurdo que bajo la consideración de haberse contestado pura y simple la demanda laboral, se desconozca la recepción de la defensa de la parte demandada, y sin que el tribunal analice, obligado por el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo los elementos del proceso y la forma como se dio contestación a la demanda, lo cual no ha sido posible en este proceso, en que tanto el a-quo como la recurrida, sin leer la contestación de la demanda, hayan establecido que mi representada se limitó a negar en forma pura y simple todos y cada uno de los hechos que conforman en sí, la esencia de la relación laboral y por ende tenerse por ciertos en la forma como fueron determinados en el libelo de demanda. (...).

 

(...) la recurrida por el hecho de haber sido desestimada la prescripción le da a éste valor de confesión ficta, incurriendo en violación del artículo 1.952 del Código Civil, puesto que estableció, sin analizar la contestación de la demanda, se estaba admitiendo como ciertos y como quedaron explanados en el libelo de la demanda todos los hechos constitutivos de la forma como se desarrolló la relación laboral, habida consideración de la declaratoria sin lugar de la defensa de prescripción, cuando en verdad en forma alguna conduce a la recurrida a considerar que fueron admitidos y dados por ciertos todos los hechos de la relación laboral, siendo que tal como lo tiene decidido esta honorable Sala de Casación Social en sentencia de fecha 13 de noviembre de 2001, precisamente invocada por la recurrida, que mi representada en el escrito contentivo de la contestación de la demanda lo hizo en conformidad con lo preceptuado en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, por lo que la recurrida debió pasar a conocer cada uno de los hechos que han resultado controvertidos en el proceso, según lo alegado en el libelo de la demanda y en la contestación, y de allí que declarada improcedente la defensa de prescripción, al contrario de los sostenido por la recurrida, ello no produce ningún efecto respecto de la existencia de la obligación que hace valer el actor como fundamento de su pretensión.

 

De los autos se evidencia que al dar contestación a la demanda mi representada procedió ajustado a lo preceptuado en el ya citado artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, por lo que la consideración del a-quo, compartida por la Alzada es errónea e incierta, por cuanto mi representada contestó pormenorizadamente, y para ello nos remitimos a nuestro escrito de contestación de demanda y lo damos aquí por reproducido, donde hicimos la debida determinación y contradicción de todos y cada uno de los hechos invocados por el actor en su libelo de la demanda y no en forma pura y simple y para ello basta reproducir el literal tercero, de nuestra contestación (...) que a continuación me permito transcribir:

 

Tercero: Es falso y por ende rechazamos y contradecimos que el acciónante (...) ejerciera en Corretajes Inmobiliarios C.A. el cargo de “Gerente General”, devengando un salario de (...) y que ello conste de constancia expedida por la empresa demandada, (...) constancia que por no provenir ni emanar de nuestra mandante la desconocemos en cuanto a su firma por no emanar del presidente de la empresa (...) como también la tachamos en su contenido. (...)  

 

(...) Al desechar el Tribunal Superior Quinto del Trabajo, en sentencia de fecha 12 de julio de 1999, se evidencia que esa constancia de trabajo no tiene valor probatorio a favor de su promovente en ese proceso, razón por la cual quedó probado que el actor no probó relación de trabajo, salario devengado ni cargo desempeñado. Esa sentencia con carácter de cosa juzgada era imperativo que la recurrida la analizara al amparo del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, cuya norma preceptúa que habrá admisión de hechos si no aparecieren desvirtuados por ninguno de los elementos del proceso, y de los elementos del proceso aparece desvirtuado que el actor devengara un salario (...), el inicio de la relación laboral y el cargo desempeñado, guardando silencio la recurrida en relación al análisis y consideración de este documento.”   

 

 

 


Al decidir, percibe la Sala:

 


En el ámbito de la denuncia esgrimida por el recurrente, la Sala estima prudente reproducir su decisión de fecha, 13 de noviembre de 2001, la cual enseña:

 

“(...) se infiere claramente que una vez declarada improcedente la defensa de prescripción de la acción, si el demandante no ha contestado con claridad en cuanto a qué hechos de la pretensión son negados y cuáles son admitidos, entonces en esta situación, se tendrá como reconocido el derecho que se reclama, pero si por el contrario una vez alegada y desestimada la prescripción el demandante ha contestado bien conforme a lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, deberá el Juez pasar a conocer cada uno de los hechos que han resultado controvertidos en el proceso, según lo alegado en el libelo y en la contestación de la demanda, por lo que el formalizante está en lo cierto al afirmar que cuando la defensa de prescripción es declarada improcedente, ello no produce, ningún efecto respecto de la existencia de la obligación que hace valer el actor como fundamento de su pretensión, pues esta situación no acredita los hechos y derechos invocados en la demanda como fundamento de la misma, especialmente cuando dichos hechos han sido rechazados y se ha manifestado su no reconocimiento a ese derecho. Por lo demás y como bien lo dice el impugnante, lo que queda reconocido evidentemente es la relación de trabajo, puesto que lógicamente no se puede oponer la prescripción de la acción de un derecho que no existe, y por ende al oponerse la defensa perentoria en cuestión, el demandante evidentemente reconoció con este acto la relación de trabajo existente entre la empresa y sus trabajadores, lo cual, no es un hecho controvertido en el presente caso." (Subrayado actual de la Sala).

 

 

 


En tal sentido, la recurrida, una vez declarada improcedente la defensa formulada por la parte demandada con relación a la prescripción de la acción, determina:

 

“(...) Si partimos que el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo establece que al contestar la demanda el demandado deberá determinar con claridad cuáles de los hechos invocados en el libelo admite como ciertos y cuáles niega o rechaza y expresar asimismo o los hechos o fundamentos de su defensa que creyere conveniente alegar, (...) implica que el demandado debe presentar su contestación ajustado a la verdad, en cumplimiento de ese deber de lealtad, e invocar cuáles de los hechos admite como ciertos y cuáles niega o rechaza.

 

En el caso bajo estudio se observa que la demandada al dar su contestación niega la existencia del vínculo laboral, niega la antigüedad aducida por el actor, que se extiende al punto de negar la fecha de inicio y de terminación del vínculo laboral.

 

Si bien es cierto que existe para el demandado el derecho de oponer las defensas que ataquen el ejercicio de la acción, medio para exigir el reconocimiento de un derecho subjetivo, material e independiente, otras que ataquen los hechos y el derecho invocados por el actor como fundamento de su pretensión de obtener el reconocimiento judicial de ese derecho subjetivo, la prescripción de la acción, presupone para su ejercicio el presupuesto de existencia de un vínculo laboral, ya que así fue consagrado por el legislador en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo, que la prevé como un medio de extinguir la acción “proveniente de la relación de trabajo” al cumplirse un año “contado” desde la terminación de la prestación de los servicios”. (...)

 

(...) Por lo que efectivamente se concluye en que el a-quo actuó ajustado a derecho cuando declaró la existencia del vínculo laboral ante la promoción de tal defensa perentoria, lo cual comparte plenamente este sentenciador y así se decide. (...) (Folios 289 y 290 del expediente).

 

 

 


Ahora bien, contrario a lo afirmado por el formalizante, el Juzgador de Alzada obró acertadamente al establecer que la desestimación de la defensa de prescripción de la acción alegada por la parte demandada conllevaba, al reconocimiento de la relación de trabajo, y sobre esa premisa determinó, que al no garantizarse en la contestación a la demanda los extremos de ley para su plena eficacia procesal, debían tenerse entonces como admitidos los hechos indicados en el libelo de demanda.
 


Y en efecto, no basta como lo sostiene el recurrente, el que la contestación a la demandada se realice de forma pormenorizada, pues, a tenor del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, el demandado se encuentra obligado a determinar con claridad cuáles de los hechos invocados en el libelo admite como ciertos y cuáles niega o rechaza, y sobre estos últimos, debe expresar los fundamentos de su defensa, so pena, de tenerse por admitidos aquellos hechos indicados en el libelo de demanda de los cuales no se hubiere realizado tal determinación. Naturalmente, si cualesquiera de los hechos que se tengan como admitidos resultaren desvirtuados por algunos de los elementos del proceso, tal presunción decaerá. 

 


En el caso in commento, operada la admisión de los hechos, la recurrida advierte que “al revisar el acervo probatorio aportado al proceso, se evidencia, que la parte demandada no trajo a autos ningún medio de prueba”, y por tanto, no logra desvirtuar la admisión de los hechos, lo que sin embargo, es objetado por el recurrente en la denuncia, ello, sin percatarse, que ninguna trascendencia procesal tiene la ineficacia probatoria de la instrumental referida, por cuanto como se explicó, el establecimiento de la relación de trabajo no dimanó del manejo del régimen de la carga de la prueba imperante para el actor, sino, en razón de la declaratoria de improcedencia de la defensa de prescripción de la acción.


Por ende, el Juzgador de Alzada interpreta  acertadamente el alcance y contenido del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, deviniendo inconsistente la delación por falta de aplicación del mismo. 

 


De otra parte, y en el marco de las consideraciones precedentes, se desestiman las delaciones de los restantes artículos que integran la presente denuncia. Así se establece.

 

- III -

 


De conformidad con el artículo 313, ordinal 2º del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con los artículos 317, ordinal 3º y 320 eiusdem, se denuncia la infracción por la recurrida de los artículos 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo y 1.395, ordinal 3º del Código Civil, ambos por falta de aplicación.

 


Plantea el formalizante en casación: 

 

“En efecto la recurrida en su motivación estableció que compartía la decisión del a-quo “en el sentido de que la representación judicial de la parte demandada procedió a negar no solo el vínculo laboral sino en forma pormenorizada y por esa razón, todos y cada uno  de los hechos invocados por el actor en cuanto al tiempo de duración, salario y todos y cada uno de los conceptos demandados como consecuencia de la negativa de ese vínculo laboral invocado. Tal como fue decidido supra, al oponerse la defensa de prescripción de la acción, se está admitiendo la existencia del vínculo laboral, y al declararse la improcedencia de esta se esta admitiendo por ende como ciertos y en la forma como quedan explanados todos los hechos constitutivos de la forma como se desarrolló la relación laboral...”.

 

La oposición de una defensa es precisamente para poderla ejercer, siendo que nuestra Carta Fundamental consagra en los artículos 26, 49 y 257 la garantía de una administración de justicia ausente de formalismos, la garantía del debido proceso y del derecho a la defensa, que se traduce en la utilización efectiva de sus derechos, por lo que la defensa de prescripción la garantiza la Constitución de la República, y en el caso que nos ocupa basta leer como se promovió la prescripción para determinar que mi representada no admitió la existencia de ninguna relación laboral con la actora. La recurrida no analizó la defensa de fondo de la prescripción, sino que acogió los argumentos del a-quo y dio por admitidos hechos que fueron negados y contradichos, por esta representación en el acto de contestación de la demanda, los cuales aparecen desvirtuados de otras pruebas del proceso, cual es la decisión del Juzgado Superior Quinto Laboral, que tiene carácter de cosa juzgada, que desechó la pretendida prueba de cotejo de un documento privado emanado de un tercero, traído a los autos por la parte actora para probar inicio de la supuesta relación laboral, salario devengado y cargo desempeñado (...)

(...) A lo anterior habría que añadir que no todos los alegatos y rechazos que se exponen en la contestación deberán recibir idéntico tratamiento, porque la adecuada o suficiente precisión en el rechazo o en las exposiciones de las razones o fundamentos de la defensa, en relación con la carga de la prueba o el riesgo de no aportarla dependerá de la naturaleza y circunstancia de cada asunto y resultará del examen de las mismas que debe practicar el juzgador, tarea en la cual hará uso de las presunciones establecidas a favor del trabajador pero de la que no puede eximirse “de indicar que por efectos de declararse la existencia de la relación de trabajo alegada, se tendrán por admitidos los hechos y pedimentos planteados con fundamento y por derivación de ella, aun (sic) cuando se los hubiere rechazado expresa y precisamente y se trate de rechazos por negaciones que se agoten en sí misma, como son las opuestas a condiciones distintas o exorbitantes de las legales...”.             

 

 


Al resolver la denuncia, la Sala denota:

 


Conteste con el alcance de la denuncia precedentemente decidida, reproduce esta Sala la doctrina jurisprudencial esbozada en la misma y las apreciaciones desarrolladas con relación a la presunta inobservancia por la recurrida de la decisión del Juzgado Superior Quinto del Trabajo antes citado, vinculado todo, con la prueba instrumental aportada al proceso por la parte actora, calificada como “constancia de trabajo”.  

 


Igualmente aprecia la Sala, que si el recurrente valuaba la existencia de condiciones distintas o exorbitantes a los extremos de ley, peticionadas por el actor, y sobre las cuales no podía operar la admisión de los hechos por no recaer en la parte demandada la carga de la prueba, ha debido en el desarrollo de la denuncia precisar tales condiciones, y al no hacerlo, fuerza a la desestimación de la delación. Así se establece.

 


En correspondencia con el análisis arriba efectuado, se declara improcedente la actual denuncia.


 

D E C I S I Ó N

 


En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara SIN LUGAR el recurso de casación intentado por la parte demandada, contra la sentencia dictada por el Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 24 de abril de 2003. 

 


Se condena en costas del recurso a la parte demandada, de conformidad, con los artículos 274 y 320 del Código de Procedimiento Civil.

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción arriba señalada, con sede en el edificio José María Vargas. 

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a  los siete (07) días  del  mes de octubre de dos mil cuatro. Años: 194º de la Independencia y 145º de la Federación.

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

______________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

El Vicepresidente,

 

 

______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 




Magistrado,

 

 

____________________________




ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

 

El Secretario Temporal,

 

 

_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA 
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